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Sr. Secretario General de Innovación y 
de la Calidad del Servicio Público de la Justicia 
 
Ministerio de Justicia 
c/San Bernardo, 21  
Madrid 

 
 
Asunto: Alegaciones al Protocolo de actuación para la coordinación de riesgos 
laborales en la Administración de Justicia ante el COVID19 
 
Durante la semana pasada CSIF presentó dos escritos relacionados con este asunto y a los 
que nos remitimos y que se adjuntan, actualizados, en el correo electrónico que sirve de 
presentación de estas alegaciones.  
 
 
Primera.- A estas alturas de la crisis a nadie se le escapa que el servicio de prevención del 
Ministerio de Justicia ha saltado por los aires. En estos momentos, cuando entramos en la 
segunda parte del estado de alarma (y a saber cuánto tiempo nos queda), lo que se necesita 
es un protocolo de actuación rápido, directo y que cuente con la representación de los 
trabajadores tal y como recoge la normativa de prevención de riesgos.  
 
Lo que hace falta es concretar y no teorizar. Hace falta crear una red de prevención de 
riesgos. Si contar con todos los delegados de prevención es complicado, CSIF propone 
designar uno o dos delegados de prevención por sindicato por cada CA ya que se ha 
aceptado que en los Comités de seguimiento creados por el TSJ  
 
En este sentido es incalificable que estos comités lo formen la totalidad de miembros de los 
comités de seguridad y salud salvo la representación de los empleados públicos y que nadie 
haya movido un dedo para que se nos incluya. En estos comités de seguimiento sí que se 
acaba de aceptar la presencia de los Colegios de Abogados que no son personal 
directamente dependiente de la Administración.  
 
La presencia de los representantes de los empleados públicos en los Comités que se creen 
para tratar cuestiones relacionadas con la prevención de riesgos (y en esta crisis todo está 
relacionado con la prevención de riesgos ya que es una emergencia sanitaria) no es un fin 
en sí mismo, ni siquiera es, sólo, una obligación legal sino una manera de facilitar la 
participación de quien se enfrenta al riesgo todos los días y un canal de transmisión de la 
información fiable, próximo y rápido. Además, es una buena forma de demostrar más allá de 
las palabras, que se agredecen sin duda, que se cuenta con los empleados públicos y se les 
valora.  
 
Lo que hace falta en ese protocolo es concretar qué información (eso sí que está en el 
documento), quién la va a dar, a quién se facilita, cómo se facilita (el correo eletrónico sería 
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el ideal dada la situación de confinamiento) y con qué perioricidad. CSIF se ofrece a dar esos 
contactos para crear la red a la mayor brevedad.  
 
Lo que hace falta es determinar los protocolos de actuación ante casos positivos, casos 
probables de ser positivos y casos posibles. En este sentido hay que actualizar la resolución 
del Ministro del pasado 23 de marzo, porque el protocolo de actuación de sanidad cambia 
cada pocos días (por ejemplo, en cuestiones como los trabajadores especialmente sensibles) 
y también habría que corregir las definiciones del propio anexo del protocolo. (entre otras, los 
casos son positivos, probables y posibles).  
 
Ya habrá tiempo de teorizar y de reorganizar los servicios de prevención del Ministerio de 
Justicia. 
 
Segunda.- La mayor parte de las funciones atribuidas a cada uno de los niveles carecen de 
la más mínima capacidad decisoria. Todas estas funciones consisten en “asesorará”, 
“prestará ayuda” y, “colaborará” sobre todo, “comunicará a la autoridad sanitaria” para que 
sea ella quien decida. 
 
Sólo hay una excepción en relación a la función de las Gerencias de dar instrucciones en 
materia de limpieza y desinfección, pero, atención, sólo del puesto de trabajo y de las zonas 
de uso común cuando lo lógico dada la dimensión de la pandemia es que se desinfecte todo 
el edificio y se acuerde el cierre temporal de la sede en la que ha estado prestando servicios 
el positivo, posible positivo o positivo probable.  
 
La pregunta es si es operativo delegar por sistema la función de toma de decisiones en la 
autoridad sanitaria, sobre todo si, a la vez no se garantiza una línea directa atribuida a una 
persona o personas concretas que son las encargadas de trasladar la información y obtener 
de forma inmediata una decisión.  
 
Seamos realistas, nadie niega el carácter de competente de la autoridad sanitaria, pero en 
estos momentos está desbordada y sin asegurar una línea directa, de respuesta inmediata 
que permita que las decisiones en materia de prevención de riesgos no se demoran, el 
sistema de esperar a ver qué dice no va a funcionar.  
 
En este sentido, la autoridad sanitaria ejerce esa función a través de sus publicaciones, pero 
no puede estar implicada en todas y cada una de las decisiones que corresponden a las 
Administraciones competentes en materia de prevención de riesgos y protección a la salud.  
 
No vamos a hacer un juicio de intenciones, pero el Ministerio debe asumir que es él quien 
debe tomar decisiones en vez de escudarse en la autoridad sanitaria que, en muchas 
ocasiones no responde al teléfono.  
 
Resulta curioso que, mientras se delegan todas las funciones decisorias a la autoridad 
sanitaria se encargue a los Secretarios de Gobierno, coordinadores etc… la función de valorar 
qué espacios hay que limpiar y desinfectar y la coordinación con los servicios sanitarios para 
la aplicación de los test rápidos. En la única función decisoria que se atribuye en el protocolo 
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se permite a la Gerencia tomar las decisiones completamente resulta que todo depende de 
la valoración de un tercero.  
 
Y eso ocurre en todo el protocolo: se crea un círculo vicioso de valoraciones propias, 
comunicaciones, asesoramientos, ayudas en las valoraciones que finalizan en la descarga 
de responsabilidad en la Autoridad sanitaria que hace a este protocolo bastante ineficaz.  
 
La función de estos cargos es la de colaborar con las Gerencias en la implementación de 
esas medidas no valorar su idoneidad cosa que, por cierto, ya están en los protocolos de la 
autoridad sanitaria: aislamiento de los casos positivos, probables y posibles y desinfección.  
 
A este respecto recordar que: 
 

 El aislamiento ya ha sido determinado y establecido por la autoridad sanitaria para los 
tres casos citados, lo que hace falta es saber cómo se comunica y como se gestionan 
esos casos y los posibles contactos.  
 

 Lo mismo sucede con la desinfección. Ya está prescrita y el cierre de sedes es su 
consecuencia obligada para realizar la tarea de forma adecuada y con seguridad.  

 

 la intensificación de la limpieza es una medida que debe adoptarse durante la vigencia 
de la crisis conforme a los protocolos y no ante la aparición de un positivo.  

 
Tercera.- Es cierto que entre esas funciones se encuentran los procedimientos de recogida 
de datos que son la base de cualquier decisión, pero de la lectura de este Protocolo solo se 
desprende el impulso que desde el Ministerio se le quiere dar a esta recogida de datos y su 
archivo. Los datos no son para guardarlos ni para ocultarlos. Lo primero es absurdo; lo 
segundo, irresponsable.  
 
El protocolo adolece de una parte fundamental y que en este mismo momento es lo que se 
precisa en la Administración de Justicia, y que no es otra cosa que la respuesta, responsable, 
rápida y con criterios claros de actuación, encaminados a salvaguardar la salud de todo el 
personal. 
 
Cuarta.- Esta alegación versa sobre la coordinación de actividades empresariales que tan 
sólo aparece enunciada en este protocolo siendo otro pilar fundamental de la acción en esta 
materia en estos tiempos de crisis sanitaria y dado el reparto competencial existente.   
 
Desconocemos si este protocolo lo va a firmar el Ministro en ejercicio de las competencias 
delegadas por la Orden 261/2020 para que se aplique a todas las CCAA, aunque por su 
contenido parece que sólo hace referencia al ámbito del propio Ministerio. Este es un aspecto 
que debe quedar claro para evitar las distorsiones que se han creado con la actuación de 
determinados Secretarios de Gobierno en competencias que son de las CCAA y que no han 
creado sino incertidumbre.  
 
En este sentido, hay que dejar clara es el sentido y el valor de los Comités de seguimiento 
de los TSJ. No hablamos en términos de legalidad de la que dudamos. Tampoco hablamos 
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del desprecio a la representación de los empleados públicos que no forman parte de los 
mismos, ya lo hemos hecho más arriba. Si no en términos prácticos pues nos encontramos 
con Juntas de Jueces y Jueces decanos, Presidentes de TSJ que adoptan medidas y 
acuerdan medidas de cierre de sedes, desinfección o limpieza de los mismos sin 
encomendarse a la autoridad sanitaria ni coordinar su acción con el Ministerio o la CCAA 
respectiva.  
 
La última de este apartado. Todo el sistema de prevención en la Administración de Justicia 
falla si no hay coordinación con las CCAA, si los datos no se comparten de forma homogénea 
y periódica (diaria sería lo ideal y más efectivo dada la expansión del virus) y si las medidas 
no se toman también de forma homogénea en toda la Administración de Justicia. Como ya 
hemos dicho, o se ejercen las competencias conforme a la delegación de la autoridad 
sanitaria o no se ejercen, pero entonces debe quedar claro quien toma las decisiones en cada 
ámbito.  
  

 
En Madrid, a 30 de marzo de 2020 

 
 
 
 

Fdo. Javier Jordan de Urries Sagarna 
 

Presidente del Sector Nacional de Justicia de CSIF 
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